Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 8 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El señor Senador Tabaré Viera presenta con exposición de motivos un proyecto de ley por el 
que se designa “Doctor Alfredo Crisci Diglio' el Liceo N* 1 de Atlántida, departamento de Canelones, 
dependiente del Consejo de Educación Secundaria, Administración Nacional de Educación Pública.” 


Se incluye en el orden del día de esta Comisión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Ministro de Educación y Cultura, Doctor 
Ricardo Ehrlich, al señor Director de Educación, Maestro Garibaldi y a la señora Subsecretaria de 
Educación y Cultura, Ingeniera María Simón. 


El propósito de esta reunión es intercambiar ideas sobre diversos aspectos o temas que 
preocupan a los señores Senadores y también sobre cuestiones que interesan al señor Ministro. 


Si ningún señor Senador desea hacer comentarios, le damos la palabra al señor Ministro de 
Educación y Cultura. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. Es para nosotros una ocasión importante este primer encuentro 
del equipo del Ministerio de Educación y Cultura -es decir, la Subsecretaria, quien habla y el Director de 
Educación- con esta Comisión; esperamos tener una interacción fluida en un período en el que 
tenemos importantes propuestas para llevar adelante y, seguramente, muchos temas a compartir. 


Hemos leído con atención las versiones taquigráficas de las reuniones de esta Comisión, en 
una de las cuales fue recibido un Edil de Rivera que expresaba una serie de preocupaciones en 
relación con temas generales vinculados al cierre del Instituto Universitario de Punta del Este, como los 
distintos efectos que tuvo en diferentes lugares del territorio nacional, particularmente en su 
departamento, poniendo especial énfasis en la situación de los egresados, esto es, de jóvenes que 
habían terminado sus estudios y que habían depositado su título en el Ministerio a la espera de su 
validación. El citado Edil planteaba interrogantes a esta Comisión sobre las razones que habían llevado 
a no reconocer esos diplomas. Esperamos poder aportar algunas informaciones que seguramente ya 
manejan los señores Senadores, motivo por el cual seremos muy breves en cuanto a los aspectos 
generales, pues sabemos que también han tomado conocimiento de las versiones taquigráficas de una 
reunión a la que compareció este equipo a la homónima de la Cámara de Representantes. De pronto 
en la tarde de hoy podemos avanzar un poco más en lo que consideramos uno de los núcleos de 
problemas más complejos. 


Me voy a permitir hacer una introducción general y, después, seguramente el Director de 
Educación -que siguió muy de cerca este tema- podrá hacer las precisiones que los señores 
Senadores consideren necesarias y la señora Subsecretaria quizás aporte algunos elementos 
adicionales. 


La primera puntualización que haré tiene que ver con nuestros problemas en el desarrollo de 
la enseñanza especial y superior en todo el territorio nacional y con la forma de hacerla accesible a 
jóvenes ubicados a distintas distancias. Ese es un problema de base y seguramente allí se origina esta 
problemática. 


La segunda aclaración tiene que ver con las razones que llevaron al cierre de ese centro de 
enseñanza, tema sobre el que se plantean una serie de interrogantes. Como habrán visto los señores 
Senadores, se han formulado observaciones, reiteradas veces se ha señalado preocupación y se han 
hecho distintos tipos de estudios y de auditorías en el transcurso de todo el período de actividad de esa 
Institución, que se inicia en el año 2000. La interrogante que puede plantearse es por qué se cerró diez 
años después si había preocupación hacía ya varios años. ¿Por qué se cerró y no se tomaron medidas 
para resolver diferentes situaciones de la población estudiantil y de los egresados? Esa es otra 
pregunta que debemos responder y que, de una manera u otra, estaba presente en las versiones 
taquigráficas que se nos hicieron llegar. 


La tercera acotación refiere a las vías de salida, a qué iniciativas se han tomado para 
solucionar la problemática que afecta a más de un millar de personas, tanto estudiantes como quienes 
habían terminado sus estudios en alguna de las sedes. 


Reitero que voy a hablar brevemente sobre esos tres temas, porque sé que los señores 
Senadores ya los manejan, para luego ir un poco más lejos en lo que tiene que ver con el problema 
generado por los títulos. 


Para este período se plantea un esfuerzo muy grande a los efectos del desarrollo de cursos 
de enseñanza terciaria y superior en el territorio nacional, con propuestas regionales que puedan 
atender a jóvenes de distintos departamentos en modalidades a definir, donde el criterio a emplear no 
sea repetir o multiplicar lo mismo en diversos lados, sino que las propuestas puedan vincularse de 
manera muy especial a los proyectos regionales, a los territoriales; se trata de dar a las propuestas de 
enseñanza y a los talleres superiores sesgos que sean característicos de la región y que quizás lleven 
a implantar una modalidad en otro sentido. 


A este respecto, estamos trabajando en tres grandes direcciones. 


Por un lado, en la Universidad de la República -seguramente, en ocasión de la presentación 
de la propuesta presupuestal, los señores Senadores recibirán y analizarán el proyecto con mayor 
detalle- se está trabajando para fortalecer centros regionales en distintas zonas del país, lo que tiene 
distintos grados de avance en diversas zonas. Me refiero, por ejemplo, al Centro Universitario de la 
Región Este, al que actualmente están vinculados jóvenes de Rocha, Treinta y Tres y Maldonado. En 
ese sentido, se espera ampliar el abanico con distintas actividades. También existen desarrollos y 
propuestas edilicias de envergadura. 


Se han sugerido actividades para configurar un Centro en la región Noreste, otro en el Norte y 
otro en el litoral. Por lo tanto, además de la que podríamos denominar zona metropolitana, se 
agregarían tres polos de actividad de la Universidad de la República en torno a los cuales se espera 
generar desarrollo científico, tecnológico e innovación, con programas que vinculen distintas 
instituciones a los campus o centros universitarios que antes mencionaba. Esto está en marcha. 


Por otra parte, ya culminó la designación de un número muy importante de docentes de 
tiempo completo, con alta o total dedicación. Si mal no recuerdo son más de ochenta, lo cual 
representa un cambio pequeño pero muy importante. 


En resumen, el proyecto universitario que conocemos -y que fuera presentado en diversas 
instancias- implica un esfuerzo mayor en la inclusión de docentes de alto nivel de tiempo completo y 
alta dedicación en distintas zonas del país. A su vez, cuenta con una propuesta de desarrollo de un 
significativo número de carreras para el período y con una muy buena apuesta en cuanto a la población 
de estudiantes que podría recibirse en este período. Actualmente la matrícula estudiantil ronda los 
120.000, o un poco más, y se espera que un porcentaje significativo -un 15% o 20% de esta cifra- 
pueda llegar a vincularse progresivamente. 


Los otros dos componentes en los que se está trabajando son los previstos en la Ley de 
Educación: el Instituto Universitario de Educación y el Instituto Técnico Superior. En ambos casos la 
Ley prevé el trabajo de comisiones para preparar las propuestas de implementación; esas comisiones 


han terminado su trabajo, que en este momento está a estudio de los Consejos Directivos Centrales de 
la Universidad y de ANEP para dar los pasos necesarios e iniciar una nueva etapa. Ambos Institutos 
tienen características diferentes. El Instituto Universitario de Educación tiene una particular relevancia, 
pero no vamos a entrar en este tema ya que seguramente será objeto de futuros encuentros; digamos, 
sí, que se tiene que apoyar en los 33 Institutos de Formación Docente repartidos por todo el territorio 
nacional: hay una por departamento y, en alguno, más de uno, lo que implica centros de formación 
universitaria con vocación de formar docentes en distintas orientaciones. Sin duda, esta situación abre 
un sinnúmero de posibilidades, y a ello me voy a referir. 


El Instituto Técnico Superior tiene como cometido la formación de técnicos y tecnólogos, y 
surgiría de una interacción entre la Universidad de la República y el Consejo de Educación Técnico 
Profesional. Hay una serie de antecedentes y de proyectos instalados en el territorio muy exitosos, que 
tienen que ver con la formación de tecnólogos en orientaciones muy vinculadas a las problemáticas 
regionales. Por ejemplo, la última propuesta refiere a la creación del tecnólogo cárnico en el 
departamento de Tacuarembó, a la que se han sumado otras instituciones. 


¿Por qué esto es importante? Quisiera mencionar también que la Universidad de la 
República ha comenzado a dictar ciclos iniciales de estudios en distintos lugares del país, que luego 
permiten la continuación de los estudios en distintos lugares. El objetivo al que estamos apostando con 
los distintos actores de la enseñanza es el de asegurar que el conjunto de este sistema tenga una alta 
navegabilidad, es decir, que se faciliten los pasajes transversales. En este sentido, tenemos una larga 
historia en todo el sistema educativo en cuanto a tener que ir para atrás a fin de volver a empezar. Es 
de destacar que los pasajes horizontales son complejos, pero se está avanzando en esa dirección. Si 
logramos implementar estas tres propuestas y las adicionales que puedan surgir de parte de actores 
privados, aseguraríamos una importante navegabilidad y estaríamos creando un entramado de 
educación superior acorde con los proyectos y propuestas con los que nos hemos comprometido para 
este período. 


En relación al lUPE, puedo decir que en el año 1997 se aprueba la creación de la asociación 
civil, en el 2000 comienzan las actividades en la sede de Maldonado y, a partir de ese momento, se 
hacen observaciones en forma permanente por parte de las autoridades del Ministerio. Las primeras 
observaciones se hicieron en 2001 ó 2002 y luego se van sucediendo otras a lo largo de los años. La 
lectura del conjunto de antecedentes muestra una gran preocupación por asegurar que se puedan ir 
resolviendo los distintos problemas frente a las distintas observaciones. En algunos casos, las 
auditorías efectuadas por actores externos a la institución resultaron muy contundentes. Cabe destacar 
que en estos casos el Ministerio realizaba consultas -lo sigue haciendo- al Consejo Consultivo de 
Educación Terciaria Privada. Esta consulta es obligatoria, pero no vinculantes; sin embargo, en todos 
los casos el Ministerio ha seguido sus recomendaciones. Para no recorrer toda la historia, más 
adelante señalaré algunas de esas observaciones. 


A partir del último quinquenio la situación se agrava: la institución abre una serie de nuevas 
sedes que no serán autorizadas y se suceden una serie de observaciones e intervenciones que tienen 
que ver con requisitos y exigencias que se van postergando en el tiempo, hasta que se llega a la 
decisión final de cierre, con el asesoramiento y la recomendación en esta dirección del Consejo 
Consultivo. El cierre podía permitir una interacción con la institución en el sentido de ir resolviendo las 
problemáticas que se plantearan, tal como ocurrió en otros casos de instituciones que han cerrado. Sin 
embargo, en este caso la institución desaparece y sus actores y responsables no asumen la 
responsabilidad que les correspondía, por lo cual no hay ninguna posibilidad de implementar medidas. 
Quiero que quede clara la absoluta necesidad de este cierre ya que, de lo contrario, esta situación se 
habría prolongado en el tiempo de manera inadmisible. 


Brevemente quisiera comentar tres dictámenes del Consejo Consultivo de Enseñanza 
Terciaria Privada en la dirección señalada. El primero, de mucha significación, es de diciembre de 
2007 y en él se realiza una evaluación y se plantean una serie de recomendaciones. No voy a leer toda 
la información que tengo aquí, pero se la podemos dejar a los señores Senadores. Hubo dos 
evaluadores externos: el Doctor Martínez Sanders y la Contadora Gerpe, que son dos prestigiosos 
profesionales que realizaron un informe muy detallado, con el cual concordó -estamos hablando de 
diciembre de 2007- el Consejo Consultivo. Ahora voy a resumir algunos párrafos. Se dice que la 
mayoría de los argumentos manejados en la vista referida no hacen sino corroborar las observaciones 


de los evaluadores, que ponen de manifiesto carencias y omisiones tanto en la sede central como en 
las secundarias, que la Dirección de Educación del Ministerio de Educación y Cultura deberá tener en 
cuenta a los efectos que corresponda. Más adelante se agrega que de acuerdo con los informes de los 
evaluadores y la documentación aportada, surge que una parte importante del personal docente 
contaría con limitada experiencia en la enseñanza de carácter superior, lo que constituiría un problema 
dado el proceso de expansión territorial operado por la institución. También se establece en el informe 
que la dedicación de los docentes debe merecer una apreciación más profunda, etcétera. Asimismo, 
que preocupa la ausencia de una real calificación y desarrollo de las funciones universitarias, la calidad 
del plan de desarrollo, de la plantilla docente y la viabilidad económica, elementos tenidos en cuenta 
para apreciar las condiciones universitarias de la institución. Esto demuestra que existen falencias en 
esos aspectos. 


Otro punto que se señala es la omisión en la exhibición de documentos, delegación de 
funciones docentes, condiciones de financiamiento de la institución, y concretamente en este punto se 
recomienda una auditoría externa. Finalmente, se concluye diciendo que se sugiere a la Dirección de 
Educación que estudie la posibilidad de recomendar a la institución que no inicie nuevas actividades 
curriculares en la sede secundaria hasta tanto culmine el proceso de evaluación que deberá tener 
lugar en el primer semestre del año 2008. A partir de allí se suceden distintas acciones que llevan a 
que se realice este informe del Consejo Consultivo del 8 de diciembre, que seguramente los señores 
Senadores habrán manejado. De todos modos, reitero que le dejaremos a la Secretaría la 
documentación. El referido informe concluye señalando que dadas las graves irregularidades 
constatadas, se estima inoportuno el tratamiento de las solicitudes de la institución que están a 
consideración de este Consejo, así como las que se presenten, hasta tanto no se tome resolución 
respecto a la revocación. El siguiente dictamen de este Consejo Consultivo recomienda el cierre 
diciendo que -voy a leer alguno de los elementos que justifican la recomendación- “la administración 
trató, de todas las formas permitidas por las normas, que la institución cumpliera con la normativa 
vigente y ajustara su actuación a ella, de acuerdo con sus cometidos de regulación de la enseñanza 
privada”; luego hace referencia a distintas sedes como Treinta y Tres, Rivera, Durazno y Melo. Allí se 
señalan los distintos problemas, así como la reiteración sistemática de los peligros de información y de 
regularización desde la Dirección de Educación. Por ejemplo, con relación a la sede de Rivera, el 4 de 
octubre de 2005 el lUPE comunica la apertura de la sede, declarando que comenzó a funcionar el 1% 
de abril. Eso no se ajustó al artículo 3 del Decreto N* 309/02, que exige comunicación inmediata. En 
diciembre de ese mismo año, la Dirección de Educación establece que dicha sede no ha sido 
autorizada por el Ministerio, por lo que la institución debe presentar toda la información necesaria para 
su autorización, de acuerdo con lo solicitado por el Decreto 208. Esto fue en diciembre de 2005. Aquí 
tengo los dictámenes del Consejo Consultivo que podemos dejar a la Comisión. Se establece que el 
Instituto debe presentar toda la información necesaria para su autorización, de acuerdo con el decreto 
que regula la educación terciaria de las instituciones privadas, incluyendo el listado de carreras y 
planes de estudio correspondientes. A partir de allí hay una serie de notificaciones, evacuaciones de 
vistas, etcétera, en un proceso que se va extendiendo. Lo mismo sucede en Durazno, ya que en ese 
departamento la institución comunica, en mayo de 2006, la apertura de la sede y adjunta la 
documentación; respecto a ésta el informe establece que es incompleta, escasa y con insuficiencias. 
Hay otros informes, como el que leí del 2007, en los que aparecen algunas expresiones fuertes, como 
las del Consejo Consultivo, que dice lo siguiente: “Como resulta de los expedientes referidos a los 
antecedentes, el requerimiento de la información fue evadido una y otra vez por la institución en forma 
contumaz, sugiriendo la Dirección de Educación la aplicación del artículo 6% del Decreto  N* 309 de 
2002, intimando a la institución infractora bajo apercibimiento de las máximas sanciones”. 


Entre algunos de los elementos de este documento -que dejo a vuestra disposición- en el 
que el Consejo Consultivo concluye recomendando el cierre de la institución, también hay un punto 
importante que quiero mencionar y que refiere a los títulos correspondientes a sedes no autorizadas. 
En diciembre de 2007, el Doctor José Luis Mendizábal, en representación del JUPE, plantea una 
solicitud en virtud de que el Área de Educación Superior del Ministerio de Educación y Cultura detectó 
la presentación de títulos de estudiantes de sedes no autorizadas para su registro, que pasaré a 
explicar. Concretamente se estaban presentando ante la sede de Maldonado títulos que correspondían 
a estudios realizados en otras sedes. Decía que cuando esto se detecta, uno de los responsables del 
IlUPE solicita que a esos títulos se les autorice su registro por única vez y sin que ello siente 
precedente. Puntualmente se pide a la Dirección de Educación que acepte inscribir los títulos de los 
alumnos que acceden a la calidad de Doctor en Derecho y que han cursado sus estudios, en este 
caso, en la sede de Treinta y Tres. En la respuesta del Director de Educación se alude a la 


autorización planteada para que funcionen las sedes de Treinta y Tres, Durazno y Rivera y, asimismo, 
a que se ha resuelto registrar los títulos de estos estudiantes solicitando que previamente se envíe su 
nómina completa, de forma de restringir el registro como única vez. A partir de allí, el lUPE envía la 
nómina de 7 personas y se efectúa el registro correspondiente. 


SEÑOR RUBIO.- Tengo entendido que hay varios casos en los que los estudios se hicieron en 
institutos del interior, pero luego fueron registrados en Punta del Este. 


SEÑOR MINISTRO.- En sede no autorizada. Creo que ese es uno de los temas que hace a la 
sustancia del punto principal que estamos tratando. 


En otro pasaje de este informe, la Comisión señala que la validación por el Estado de los 
títulos que se otorgan implica que éste asume la responsabilidad en cuanto a la calidad, profundidad y 
nivel de las carreras evaluadas. La habilitación y el reconocimiento de las instituciones privadas y de 
sus carreras exige, por lo tanto, además de la evaluación inicial, un posterior seguimiento que permita 
verificar el mantenimiento de las condiciones existentes en el momento de iniciarse los trámites ante el 
Poder Ejecutivo. En definitiva, la Comisión concluye ratificando la recomendación de retiro de la 
autorización y el reconocimiento a nivel académico de la institución, con fundamento en el artículo 7" 
del Decreto N* 308 de 1995. La decisión anterior contó con prácticamente el apoyo unánime de la 
Comisión, ya que dos Consejeros se abstuvieron de votar. Uno de ellos señaló que las irregularidades 
y debilidades registradas en la trayectoria del lUPE justifican la adopción de medidas severas. Eso 
explica el apoyo que tuvo el dictamen inicial de los integrantes de la Comisión. Un Consejero dijo que 
no votó en ese momento porque estaba preocupado por la situación de los estudiantes. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- El señor Ministro mencionó que se había comunicado a ese 
instituto que por única vez se le autorizaba el registro de los títulos y se le pidió la nómina de 
estudiantes que habían cursado sus carreras en Treinta y Tres y pretendían registrarse como 
estudiantes de Maldonado. Me gustaría saber si luego de ese episodio el instituto de Treinta y Tres 
siguió dictando clases. 


SEÑOR MINISTRO.- Más adelante, con mucho gusto, el Maestro Garibaldi va a dar todos los detalles 
pertinentes para poder profundizar en el tema. 


Es por esas circunstancias, entonces, que se llega al Decreto dictado en el mes de febrero, 
que dispuso el cierre de esa institución, así como a un Decreto complementario que definió una serie 
de posibles salidas para el millar de personas que fueron afectadas por esta situación. En distintos 
departamentos -tanto en el interior como en Montevideo- hemos encontrado colectivos muy diversos 
que han sido afectados y hemos podido comprobar que frecuentemente se trata de trabajadores de 
modestos recursos que han hecho un enorme esfuerzo para seguir adelante. Por tanto, en estos casos 
se ha configurado un daño muy fuerte debido a un engaño, lo que otorga una connotación muy 
particular a la situación. 


Luego de que se resolvió el cierre de la institución y se emitió el segundo Decreto, que 
establecía disposiciones generales para abrir la posibilidad de que estos jóvenes continuaran 
estudiando, comienzan a darse una serie de interacciones con distintos actores sociales, con 
Intendentes o representantes de Intendencias y con algunos Legisladores, tanto Diputados como 
Senadores -lo que nos llevó a formar un grupo de trabajo con estos actores que mencioné- y con 
representantes de los colectivos de estudiantes. La idea era poder definir las situaciones que aparecían 
como muy diversas, ya que no era lo mismo, por ejemplo, ser estudiante de una sede autorizada que 
de una sede no autorizada, haber terminado la carrera que no haberla terminado, ni era lo mismo 
haber depositado el título en el Ministerio que no haberlo hecho. Las situaciones también variaban 
según la región, por las posibilidades de resolver localmente la creación de oportunidades para que los 
estudiantes pudieran culminar sus estudios. Por lo tanto, se trabajó siempre con el claro objetivo de 
poder ir identificando y resolviendo progresivamente los distintos problemas. Según la estimación que 
tenemos, creemos que al día de hoy cerca de un 25% del total de estos jóvenes ha logrado resolver su 
situación. 


A continuación, voy a relatar en forma breve los pasos que hemos ido dando para poder 
decirles en qué etapa estamos con lo que entendemos es el colectivo de gente que ha sido más 
afectada y cuyos problemas son más complejos de resolver. Se trata, precisamente, de estos jóvenes 
que habían culminado sus estudios y habían depositado sus títulos en el Ministerio para ser 
registrados. 


Analizando el resumen que he efectuado, se podrá comprender la preocupación que 
tenemos por poder crear y fortalecer una institución que trabaje en la acreditación y seguimiento de 
estas carreras. Esa es una iniciativa que espero pueda llegar rápidamente a esta Casa, proponiendo la 
creación de una institución que reemplace el actual Consejo Consultivo de Educación Terciaria Privada 
y de una comisión ad-hoc que trabaje en la acreditación de carreras con una fuerte integración 
regional. 


Vamos a presentar un proyecto -en realidad, ya había sido presentado en el período anterior- 
que propone la creación de una institución. Allí hacemos una propuesta en cuanto a la institucionalidad 
que esperamos sea lo más independiente posible del Ministerio de Educación y Cultura. Para ello 
planteamos la creación de una figura pública no estatal; naturalmente, puede haber distintas figuras, 
porque esto admite más de una posibilidad. Entendemos que hay que contar con un organismo muy 
fuerte, de manera de -valga la redundancia- fortalecer la acreditación y el seguimiento de carreras, 
sobre todo en este esfuerzo que queremos realizar con múltiples instituciones, para extender la 
enseñanza terciaria y superior a todo el país. 


Uno de los problemas que se nos planteó fue el relativo a las escolaridades para poder hacer 
las reválidas. La institución cerró sin más y, en el mejor de los casos, los estudiantes tenían 
escolaridad simple, pero para tramitar una reválida se les exigía tener una escolaridad completa. Al 
Ministerio le costó mucho contar con toda la documentación y lo que obtuvo fue, prácticamente, la 
bedelía en bruto, lo cual, les aseguro a los señores Senadores, es muy complejo. En pocas semanas 
más esperamos tener toda la documentación, de manera de poder apoyar a los estudiantes y de 
complementar su escolaridad simple. Al mismo tiempo, en instituciones privadas y en la Universidad de 
la República logramos el acuerdo para que los estudiantes pudieran iniciar sus trámites con la 
escolaridad simple, es decir, con el resultado de sus estudios sin los documentos acreditantes de 
programas y demás. Este era un problema importante que debíamos solucionar, y lo estamos 
haciendo. Reitero que tenemos la documentación que se está terminando de descifrar y ordenar, y 
sabemos que será un apoyo importante para los estudiantes. 


Queremos compartir otra preocupación con todos los integrantes de la Comisión: la iniciativa 
relacionada con la interacción entre las distintas instituciones públicas, la Universidad de la República 
y las instituciones privadas, para poder facilitar el tratamiento de las reválidas del conjunto de los 
estudiantes. Se han logrado distintos avances y seguimos trabajando en ello, con la esperanza de 
seguir avanzando. 


Otro punto tiene que ver con la posibilidad de presentar propuestas para que estos jóvenes, 
que viven cerca del lugar de estudios, puedan continuar sus carreras. En ese sentido señalamos la 
disposición del Ministerio en cuanto a cumplir con todo el rigor de lo que es la acreditación de una 
institución y a trabajar con la mayor celeridad. Para ello solicitamos a las instituciones que tienen 
delegados en el Consejo Consultivo que acompañen este esfuerzo, de manera de facilitar el inicio de 
las actividades de aquellas instituciones que puedan hacer aportes para resolver este problema. 


Por otra parte, el alcance y las limitaciones del decreto han provocado diferentes 
preocupaciones en los colectivos, por lo que propusimos un nuevo decreto que fue firmado por el 
señor Presidente de la República el día 14 de junio. La propuesta surge luego del trabajo realizado por 
la Comisión y en ella se incorporan una serie de elementos que flexibilizan el decreto anterior: extiende 
en el tiempo las posibilidades de reválidas; generaliza las instituciones que revalidan -la redacción del 
decreto inicial se limitaba a las instituciones existentes-; modifica el tema de topes en cuanto a la 
reválida, que se fijaba de acuerdo a las normas existentes, y habilita, sobre todo, a que aquellos que 
terminaron sus estudios puedan tener reválidas por encima de los topes fijados. Pensamos que esa 
puede ser una solución para una parte de los jóvenes que habían culminado sus estudios. 


Otro problema que nos quedaba por resolver era el de los títulos, que es el que hoy tenemos 
arriba de la mesa. El decreto permite un reconocimiento que podría ser total; de hecho, si algún 
egresado del IUPE -por ejemplo, de Rivera- realiza una solicitud de reválida, algunas instituciones 
privadas le van a reconocer la totalidad de los estudios. Sin embargo, esa totalidad es sólo una parte, 
ya que tienen que seguir estudiando. Esta es una de las complejidades que se presentan. 


En relación a la situación al día de hoy, me interesa destacar que hay un par de instituciones 
que han iniciado trámites para impartir nuevas carreras. Por ejemplo, en Maldonado, hay una 
propuesta del politécnico y otra de una segunda institución que podría ofrecer la posibilidad de cursar 
estudios de Derecho. En otros lugares, en particular en Durazno y Rivera, hemos interactuado con 
algunos actores que plantean llevar adelante propuestas de enseñanza terciaria contemplando estas 
situaciones. Evidentemente, nosotros estamos analizando estas iniciativas con la atención y el rigor 
que corresponde. 


En la actualidad, hay un total de 32 jóvenes que terminaron sus estudios, cuyos títulos están 
depositados a la espera de una decisión; 22 de ellos están en Rivera, 7 en Durazno y 3 en Treinta y 
Tres. Quiero aclarar que hace un momento leí el antecedente del año 2007 que ya refería a este tipo 
de situación. Algunos de estos jóvenes -esto ya se mencionó en la sesión en la que escucharon la 
presentación del Edil de Rivera- presentaron sus títulos un poco antes del cierre y estos fueron 
registrados, pero aparecieron como títulos de Maldonado. Esa es la explicación. Nuestro problema 
radica en esta población de 32 jóvenes y, en relación a ellos, se plantean tres situaciones diferentes. 
Una de ellas es que, desde el punto de vista académico, estamos obligados a proceder con el rigor y el 
respeto que nos merecen las distintas instituciones actuantes, tanto a nivel público como privado, 
respetando los criterios que se exigen a todos. Al mismo tiempo, tenemos que defender celosamente el 
hecho de que el otorgamiento de un diploma es algo muy importante ante la sociedad, ya que 
representa el reconocimiento a una trayectoria y a la capacidad y no se puede, de ninguna manera, 
desvalorizar lo que ello significa. Esto es algo muy importante porque configura una serie de 
obligaciones desde el punto de vista académico. También se presentan una serie de complejidades 
desde el punto de vista jurídico, puesto que hay normas que definen estas situaciones y establecen 
responsabilidades. Además, hay complicaciones que deberán ser analizadas desde el punto de vista 
político para encontrar la forma de resolver esta situación. Tengo en mi poder un informe jurídico de 
uno de nuestros asesores letrados, de marzo de este año, que en relación a este tema concluye que 
en cuanto a las personas que hayan obtenido título de sedes no autorizadas y que aún no los hayan 
registrado ante el Ministerio, les corresponderá acogerse a lo resuelto por el decreto del 18 de febrero, 
entrando en el contingente general y teniendo que buscar su solución en ese contexto. Nos consta, por 
las interacciones que hemos tenido con los colectivos de jóvenes, particularmente los de Rivera, que 
van a realizar una petición al Ministerio con apoyo de argumentaciones jurídicas. Nos parece razonable 
explorar, desde el punto de vista jurídico, las distintas alternativas que se pueden presentar, respetando 
el rigor académico que corresponde. Hemos solicitado a estos colectivos de estudiantes que nos hagan 
llegar la petición lo antes posible, porque actores externos al Ministerio nos pueden apoyar en una 
serie de estudios jurídicos para tomar una decisión en ese sentido. 


Esto es cuanto podemos informar al día de hoy y demuestra la voluntad y preocupación que 
tenemos, así como el camino que estamos recorriendo en este tema. 


Es muy claro que ha habido una serie de situaciones en las que, por distintas razones, se 
registraron diplomas; esto es un hecho, no se puede volver atrás. A este respecto, se han llevado a 
cabo estudios jurídicos que apoyan las decisiones adoptadas. Hay una franja de grises que separa lo 
sucedido de la situación actual, y para poder tomar una decisión tenemos que ir más allá de los 
informes jurídicos que podemos considerar preliminares. 


Creo que he sido claro. Estamos en el límite; este es el último colectivo del que nos falta abrir 
puertas, lo cual no quiere decir que aquellas que hemos abierto para solucionar casos anteriores hayan 
sido fáciles de transitar. Prueba de ello es que solamente tenemos un 25% de casos resueltos, muchos 
de los cuales han implicado esfuerzos individuales y familiares de gran significación. 


De esta forma creo haber dado a los señores Senadores un panorama general de cómo 
estamos tratando los problemas que se plantean, el camino que estamos recorriendo y el que nos 


queda por recorrer. 


Quedo a disposición de los miembros de la Comisión para que realicen las preguntas que 
consideren pertinentes, luego de lo cual la señora Subsecretaria y el Director de Educación podrán 
aportar elementos más precisos sobre los distintos puntos a los que aludí. 


SEÑOR AMORÍN.- Como el señor Ministro comprenderá, para nosotros este tema es bastante más 
complejo que para él, que está directamente vinculado a este asunto. Nosotros fuimos consultados al 
respecto, pero no tenemos elementos suficientes como los que puede llegar a tener el señor Ministro. 


El primer tema de carácter general es que nos llama poderosamente la atención que en el 
interior del país estén funcionando institutos terciarios, que se rindan exámenes para la habilitación del 
título correspondiente y que cinco años después de haber cursado la carrera se diga al estudiante que 
no se lo puede habilitar. Este es un tema que hay que encarar a fondo para culminar definitivamente 
con este tipo de procedimientos, que únicamente hacen daño. La situación es la siguiente: se da la 
habilitación o a esos estudiantes que comenzaron la carrera creyendo que se les habilitaría el título -y 
estando en conocimiento de que el Ministerio está haciendo auditorías para expedirse- luego de cinco 
años se les dice que no. 


De la exposición del señor Ministro me pareció entender -no sé si estoy en lo cierto- que en 
algún momento llegaron títulos a través del IUPE de Maldonado y se constató que no pertenecían a 
alumnos de ese departamento sino de otras sedes, lo cual es un tema grave. Alguien del Instituto - 
supongo que habrá sido el Rector- envió una carta solicitando que se hiciera una excepción por única 
vez y sin sentar precedentes con respecto a esos títulos que, se reconocía, correspondían a otras 
sedes no habilitadas. Me da la impresión de que si esto es así y el Ministerio habilitó y registró dichos 
títulos, estamos ante el pecado original. Ahora bien, detrás de éste van todos los demás títulos y 
también las reválidas, porque el Ministerio habilitó títulos de sedes no autorizadas sabiéndolo, aunque 
diga “sin sentar precedentes”. A quienes somos abogados, desde el principio de nuestra carrera se nos 
dice que “sin sentar precedentes, sienta precedentes”; por lo tanto, es una frase que no existe. Me 
parece que ese es el pecado original y lo que va a complicar la solución, porque no se va a poder 
convencer a ningún alumno que haya terminado los cursos de que los de los otros -porque lo pidió el 
Rector, sin sentar precedentes- valen, y los de él, que estudió en el mismo lugar y con los mismos 
profesores, no valen. Creo que esa es la dificultad que tiene el señor Ministro. Yo fui Ministro y le 
aseguro que no me gustaría estar en sus zapatos en este momento; imagino la enorme preocupación 
que debe tener por toda esa gente -que en su gran mayoría es del interior del país y no tiene medios 
para venir a estudiar a Montevideo- a la que, luego de estudiar enormemente y de haber realizado un 
esfuerzo fenomenal, hoy se le dice que perdió. Esa es la preocupación que tenemos nosotros y sé que 
es la misma que tiene el señor Ministro. No sé si esto lo ayuda, pero le digo que el error fue lo primero 
y ahora es muyy difícil decir que no. 


Muchas gracias. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Personalmente me entrevisté con muchísimos alumnos de todos los 
departamentos y mi gran preocupación radica en la calidad de la enseñanza. Me pregunto qué 
aprendieron esos alumnos, aun los que ya tienen el título, porque en este complicado proceso hubo 
gente que al final obtuvo el título. Ese profesional que creyó que había terminado sus estudios y piensa 
que está capacitado para pelear en la vida con ese título, después se puede ver enfrentado a fracasos 
si el título es malo. Discutí mucho este tema con los alumnos, porque me tomé el trabajo de comparar 
lo que se les pedía en algunos cursos con lo que se exigía en la Universidad de la República, y había 
diferencias bastante fuertes. 


Por otra parte, percibí -y lo pude entender, humanamente- una enorme necesidad de 
recibirse más allá de la calidad de la educación. Ese es un problema que tiene que ver con aquello de 
“accedo como sea, porque no tengo otra oportunidad de acceso”. Eso lo puedo entender 
humanamente, aunque pienso que después viene el fracaso porque la profesión liberal es altamente 
competitiva. El profesional liberal compite con un montón de profesionales y, por lo tanto, tiene que 
hacer un enorme esfuerzo para resultar exitoso en esa competencia. También estuve en contacto con 


algunos alumnos recibidos en el área de la abogacía en Treinta y Tres, que ya habían sufrido 
reiterados fracasos en su ejercicio profesional. 


En consecuencia, me parece que nosotros tenemos un problema como país, en el sentido de 
poder visualizar estos aspectos, porque no se trata de “obtener el cuadrito para llevarle a mi vieja”. La 
educación es algo bastante más complejo. 


Otro problema que me preocupa es que acá hubo una estafa. No soy abogada, pero esta 
gente fue estafada y no sé si procedió jurídicamente contra los promotores de todo esto. A todas las 
personas que entrevisté les dije que había que hacer un juicio y pongo énfasis en esto porque es una 
manera de que esto no se repita; es un alerta, una luz roja que se va a prender. 


Por otro lado, hay un problema de fondo que consiste en la demora en la regionalización que 
ahora está encarando la Universidad de la República; dejamos un vacío, los vacíos se llenan y 
entonces aparecen estos inconvenientes. 


Ahora bien; pienso que es correcto que el Ministerio haya rescatado todo el material de 
bedelía posible -tengo entendido que había quedado bajo llave- y que haga todos los esfuerzos en 
cuanto a las reválidas, pero atendiendo a la preocupación del señor Senador Amorín, obviamente, la 
persona que obtiene el título debe tener la certeza de que no se la manda a la guerra con un 
escarbadientes. Ese es el problema más difícil de resolver. 


Obviamente, si alguien “tuvo la suerte” -dicho entre comillas, porque habría que ver si 
realmente es una suerte- de que le revalidaran el título, pero no se lo revalidaron a otra persona -que 
por lógica se siente perjudicada- la situación será muy difícil de explicar. 


Con este razonamiento pretendo llegar a una pregunta, porque pienso que para ayudar a 
esta gente a salir del pantano es necesario emplear el sistema de becas, tanto el de la Universidad de 
la República como el del Fondo de Solidaridad. De esa manera, a quienes resultaron involuntariamente 
engañados con esa situación tan desgraciada se les podría tender una mano concreta para que 
puedan recibirse con la calidad que merecen. Entonces, pregunto cómo podemos usar el sistema de 
becas -que no está totalmente utilizado y, por ende, hay remanentes- para ayudar a esa gente a salir 
del paso. Todo lo demás, es decir, cómo se van a efectuar los controles en el futuro, es otra etapa que 
se podrá encarar sobre la base de lo que ha ocurrido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la palabra para que se dé respuesta a las 
interrogantes planteadas, deseo hacer una consideración complementaria de lo que han expresado el 
señor Senador Amorín y la señora Senadora Topolansky. 


He tenido oportunidad de apreciar algunas situaciones concretas entre los 22 casos de 
Rivera, ya que afectan a familias de carne y hueso que han venido a plantearnos su problemática. 
Algunas son familias muy modestas que provienen de zonas rurales y con gran sacrificio quisieron 
aprovechar lo que consideraron era una oportunidad para que sus hijos, que se veían imposibilitados 
de trasladarse a estudiar a Montevideo, cursaran la carrera en Rivera, que estaba más al alcance de 
sus manos. Ellos han planteado la congoja o el trauma que están viviendo. En un caso concreto, nos 
plantearon el caso de un muchacho que había terminado la carrera de Contador, pero resultó afectado 
porque no se le dio el título. 


Por un lado, comprendemos la necesidad de la gente, el drama humano que vive, así como 
el sentimiento localista que anida en estos casos, pero quienes somos universitarios tenemos una clara 
noción de lo que debe ser el nivel académico y creemos que no se trata de que, por un simple acto de 
condescendencia, una especie de acto libérrimo, se den y reconozcan títulos a todo el mundo, ya que, 
de esa manera, terminaríamos ingresando en lo que hace un momento señalaba el señor Senador 
Amorín acerca del gran peligro de sentar un precedente -aun cuando ese no sea el propósito- y 
después no saber cómo detener la situación. 


Tomando en cuenta lo expresado por la señora Senadora Topolansky, me da la impresión de 
que lo adecuado en este caso es tratar de actuar lo más pragmáticamente posible, transitando por el 
camino del medio. Me refiero a que se tomen las precauciones del caso para asegurar que exista el 
nivel académico indispensable a fin de que a un estudiante se le reconozca un título de estas 
características; por otro lado, hay que ubicarse en el drama que esa gente ha vivido, en el sentido de 
que, dentro de lo que no comprometa las exigencias desde el punto de vista académico para la 
obtención del título, se les traten de facilitar soluciones. 


Hace unos instantes la señora Senadora Topolansky hacía referencia a las becas. Tal vez sea 
una buena vía a través de la cual dar una mano, procurando paliar -ya no resarcir- de alguna manera el 
drama o daño que muchas de esas familias han vivido como consecuencia de todo este proceso. A su 
vez, comparto lo que manifestó el señor Senador Amorín en el sentido de que el problema se originó a 
partir del momento en que se permitió que este Instituto siguiera funcionando; eso dio lugar a 
situaciones que trajeron estas consecuencias. Se trata de una institución que está instalada desde el 
año 2000, con reparos y objeciones por parte del Consejo Consultivo. 


De cualquier manera, nuestro deber es analizar cómo salir adelante -me parece que esa es 
la gran preocupación del señor Ministro y de las actuales autoridades de la educación- y, sobre todo, 
cómo manejar esta situación que, desde el punto de vista humano, tiene importantes connotaciones 
para muchas familias. En esencia, quiero trasmitir la idea de que el camino adecuado es el del medio: 
por un lado, preservar las exigencias a nivel académico para quien obtiene un título universitario -creo 
que esto es absolutamente indispensable- y, por otro, tratar de paliar la situación con algunas medidas 
muy concretas que se van a ir dando en el terreno de los hechos y a lo largo del tiempo -no creo que 
se solucione con decretos o resoluciones- a los efectos de ayudar a esta gente a reencauzar sus vidas 
después de la experiencia vivida. 


Sugiero que terminemos la ronda de pregunta de los señores Senadores a los efectos de que 
luego el señor Ministro pueda responder con tranquilidad. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría conocer algunos datos, porque considero que el tema es de una 
complejidad que va en aumento dependiendo de la cantidad de alumnos y el número de años que 
cada uno haya cursado. No tiene el mismo problema un muchacho que está en primer año que aquel 
que está a punto de recibirse; no está en la misma situación un joven que está comenzando a estudiar 
que aquel que tiene el título trabado porque no le fue reconocido. Como bien dijo la señora Senadora 
Topolansky -y estoy de acuerdo- es muy diferente la situación para un muchacho que recién empieza 
que para otro que lleva cuatro o cinco años estudiando en este Instituto. 


La primera pregunta que deseo formular es: ¿qué acciones se adoptaron con los titulares de 
este de centro de estudios? ¿Qué acciones judiciales o jurídicas se iniciaron por parte del Ministerio de 
Educación y Cultura contra los responsables de este centro de estudios? Tengo entendido que se 
fueron del país, pero insisto: ¿qué acciones se adoptaron contra los responsables? 


El segundo aspecto que me gustaría profundizar está vinculado a lo que manifestaba hace 
unos instantes el señor Senador Amorín en cuanto a no sentar precedentes. Me parece que ahí 
tenemos un grave problema. Si los trámites del título de un profesional estuvieron prontos un mes 
antes que los de otro y, por ese simple hecho, uno logró su revalidación o autorización por parte del 
Ministerio y el otro no, en corto tiempo nos vamos a ver enfrentados a juicios contra el Ministerio de 
Educación y Cultura. Sin duda va a ser muy difícil sustentar que unos ingresaron por la vía de la 
excepción y otros no. Además, creemos -por lo que escuchamos- que el ánimo de las autoridades del 
Ministerio es buscar la mejor solución y están predispuestos a ello. Sólo son treinta y dos las 
personas involucradas en esta situación. Además, este es un tema muy delicado dado el perjuicio que 
se les está ocasionando a estos posibles profesionales, así como a otros egresados de este Instituto 
que se encuentren en el ejercicio liberal de la profesión, si se sigue insistiendo en su falta de idoneidad 
técnica, tal como bien decía la señora Senadora Topolansky. Es más, las frustraciones a las que hacía 
referencia la señora Senadora son de carácter personal, pero también refieren a terceros ya que estos, 
recurriendo a la consulta y asesoramiento de parte de estos profesionales, pueden llegar a perder 
juicios por estar mal asesorados. ¡Y por suerte no se trata de médicos! Creo que aquí debemos 
trabajar en cómo se aborda este tema. Supongo que estos 32 muchachos no tenían claro la calidad de 


la educación curricular que estaban recibiendo, y sabemos que tanto en las universidades privadas 
como en la de la República, lo que quieren los estudiantes es tener cuanto antes el título universitario 
para poder acceder al mercado laboral. En ese sentido, creo que estas personas se encuentran una 
situación distinta, por lo que deberíamos apostar a la buena voluntad del Ministerio para buscar una 
solución adecuada, teniendo en cuenta los antecedentes que se generaron, con la excepción referida a 
quienes pudieron ingresar su título. 


Por otro lado, quisiera hacer otra consulta, y desde ya aclaro que esto no es atribuible a 
responsabilidades de carácter político, ya que la situación que voy a plantear comenzó en 
Administraciones anteriores. ¿Cuántos institutos de estudios universitarios están trabajando 
actualmente en el país sin tener la habilitación correspondiente? Me gustaría conocer esa información, 
porque nos puede servir de referencia. Podemos poner el ejemplo de una universidad privada muy 
prestigiosa, como la Universidad Católica, que abre una sede en Punta del Este; si dicha sede 
estuviera en trámite, la situación sería distinta, ya que existen los antecedentes de Montevideo. 
Lamentablemente, este otro Instituto terminó de la manera que a los que nos gustan estos temas 
sabíamos que iba a terminar tarde o temprano, pues se trató de una crónica de una muerte anunciada. 
Supongo que los únicos que no sabían o no querían aceptar cómo iba a terminar esta situación eran 
los alumnos y sus padres, que hacían el esfuerzo de enviarlos. 


Creo que esto debe servir de experiencia y que el Ministerio debe adoptar medidas como 
para alertar a los padres y a los alumnos de otros institutos -en caso de que los hubiese- que no estén 
habilitados. Quizás una solución sería no permitir a dichos institutos dictar cursos hasta no estar 
habilitados o, de lo contrario, que los alumnos estén debidamente asesorados en cuanto a que están 
concurriendo a un instituto que no cuenta con la habilitación correspondiente. Reitero que quisiera 
saber qué medidas ha adoptado o va a adoptar el Ministerio, en caso de que haya institutos que se 
encuentren en una situación similar a la del lUPE. 


También quisiera hacer otra consulta. Hemos mencionado estos 32 alumnos que se 
encuentran en una situación muy compleja, dado que finalizaron su carrera curricular; aunque haya 
sida de mala o de buena calidad, ellos cumplieron con todos los requisitos para obtener el título 
habilitante, pero quisiera saber cuántos alumnos hay que se encuentren en otras situaciones. Por 
ejemplo, recuerdo que se planteó el caso de alumnos del instituto de Maldonado que quisieron 
revalidar en la Universidad Católica, pero esto les fue negado. Es decir que aquí se plantea un 
problema que, si bien es de menor complejidad, es de difícil tratamiento. Por lo tanto, quisiera saber 
qué medidas se van a adoptar con estos muchachos -no he leído el decreto del 14 de junio- para 
facilitarles una alternativa. Por ejemplo, en muchos países del mundo los estudiantes deben dar un 
examen final. En realidad, creo que se trata de buscar un mecanismo alternativo para estos 
muchachos que ya han culminado la carrera. En este sentido, me parece que debemos ponernos en el 
lugar de estos jóvenes, que con 25, 26 ó 27 años, luego de haber finalizado los cinco años de estudio, 
se encuentran con que deben empezar la carrera desde el primer año. Creo que esa es una situación 
que deberíamos atender y, sobre ese punto, me gustaría conocer cuál es la solución sobre la que el 
Ministerio está trabajando. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Comparto lo que ha expuesto la señora Senadora Topolansky con 
respecto al estándar objetivo de calificación de niveles terciarios. Independientemente de la solución a 
futuro que se prevea para este problema, creo que hoy se requiere -como se señaló hace instantes- 
cierto pragmatismo e imaginación para analizar las medidas más convenientes. 


Quisiéramos sugerir al señor Ministro y a su delegación la búsqueda de un mecanismo para 
los 32 estudiantes que mencionaba el señor Senador Penadés. Me refiero a un mecanismo práctico 
que no implique automáticamente el otorgamiento del título -aclaro que hablo en función de mi opinión 
personal- pero que tampoco exija un examen de calificación. Quizás se podría pensar en un sistema de 
equipos de tutores o de pasantías, a través de un convenio que podría realizar el Ministerio de 
Educación y Cultura con la Universidad de la República. De esa manera, luego de un período corto se 
podría evaluar si esas personas que terminaron su carrera pueden tener un estándar objetivo mínimo, 
a juicio de profesionales reconocidos, en una solución que no sería de carácter general y no debería 
sentar ningún precedente. En realidad, me parece que esa podría ser una manera de destrabar el 
problema desde un punto de vista práctico, sin exigir a esos estudiantes que se trasladen a la capital. 
Por el contrario, se asumiría el costo de financiar esos equipos, tanto de la Universidad de la República 


como del Ministerio de Educación y Cultura, por parte del Estado -creo que hay que tener presente 
algo que desde el Estado muchas veces se olvida: me refiero al derecho y el deber de repetir, es decir 
que aquellos daños causados por terceros pueden ser reclamados por el Estado a través de una 
acción que vaya contra sus causantes- independientemente de las acciones judiciales que puedan 
tomar los particulares. Si se está causando un daño y el Estado asume sus costos, teóricamente 
también podría repetir, más allá de la insolvencia. En principio, creo que siempre es recomendable 
tener en cuenta que si le asiste el derecho, el Estado no puede renunciar a él, aunque no se pueda 
cobrar. Si hubo un daño que se causó a un colectivo y como sociedad asumimos la reparación de ese 
daño -porque es un gasto para todos y no solo para el Estado- entonces debemos también dar el 
ejemplo de ir contra el causante de ese daño. 


Concretamente, sugeriría la alternativa de un sistema de tutorías, de tutelaje, que podría 
servir para aquellos que estén a punto de recibirse, de acuerdo con el análisis de la documentación por 
parte de la bedelía, y también para los 32 estudiantes que aquí se han mencionado. Con respecto al 
otro universo de estudiantes, habría que buscar la forma de, a través de la Universidad de la República 
y una vez hecha la evaluación sobre el nivel en que se ubicaría a esos estudiantes, facilitar la 
continuación de los estudios con un estándar objetivado. Eso podría hacerse a través del sistema de 
tutorías o con otro mecanismo de evaluación, puesto que no es lo mismo un estudiante que cursó un 
solo año que otro que ya está por recibirse. Quiero volver a precisar que aplicaría este sistema de 
tutorías volantes -por denominarlas de alguna manera- solo a aquellas personas que culminaron sus 
estudios. 


A su vez, hay un tercer problema que preocupa mucho y que tiene que ver con quienes ya 
obtuvieron el título. Estas personas tienen un título otorgado y registrado, pero ya sabemos cuál es su 
base académica y cuál va a ser el ejercicio profesional, que es cuestionable. Para esos casos no 
estaríamos hablando de una reválida -por decirlo de alguna manera- sino de exigir algún tipo de 
postgrado a través de tutorías o pasantías en la Universidad de la República. Eso no implicaría tirar 
para atrás el título que ya se registró, pero sí dar un apoyo de recalificación desde el punto de vista 
académico. Como vemos, son tres universos completamente diferentes. 


Quisiera terminar con una reflexión. El señor Senador Penadés decía que esto lo veíamos 
venir y, desde el punto de vista aséptico, si fuéramos al puro Derecho, indudablemente existe una 
responsabilidad de los estudiantes porque estaban concurriendo a un instituto no habilitado. Quizás se 
abusó de la buena fe porque se esperaba la habilitación, pero ese es un tema que se remonta a 
aquella vieja discusión sobre el estándar objetivo que se daba en la Universidad de la República, 
cuando la educación terciaria era brindaba solamente por esta. Con la experiencia de estas décadas, 
desde que los estudios terciarios dejaron de ser exclusivos de la Universidad de la República, creo 
definitivamente que se debería aplicar un mecanismo como el que se acabo de proponer, que permita 
estandarizar objetivamente los niveles de enseñanza terciaria, no para que no ocurran estos hechos, 
sino para estandarizar lo académico. Es decir que aquel que egresa de una carrera universitaria debe 
tener determinado nivel. Desde el momento en que nuestra sociedad optó por habilitar carreras 
terciarias fuera de la Universidad de la República, los estándares objetivos que se deben cumplir 
deben ser tales que permitan garantizar a todo el colectivo social que se cumple con los principios para 
que se puedan ejercer esas profesiones sin problemas. 


SEÑOR RUBIO.- Simplemente quisiera saber de qué fecha es la resolución aludida. 
SEÑOR MINISTRO.- De diciembre de 2007. 


SEÑOR GARIBALDI.- En primer lugar, quiero decir que me congratulo por el hecho de que las 
preocupaciones de los Senadores sean las mismas que las nuestras y que comprendan la complejidad 
del tema sobre el que estamos trabajando. Se llegó a la decisión adoptada por el Poder Ejecutivo 
anterior y que fuera ratificada por el actual -la Ministra Simón en su momento, y el Ministro Ehrlich 
ahora- pese a que sabíamos que traía consecuencias que no son las deseadas, pero que son 
inevitables y sientan precedentes malos y buenos. Lo importante es que queda sentado que no se 
puede hacer cualquier cosa en la educación universitaria de este país. 


En segundo término, quiero señalar que nosotros nos hemos manejado  -estoy en este 
cargo desde el 1” de marzo de 2005- sobre la base de tres criterios. El primero es que debemos 
respetar la Constitución, y en ella se establece que existe libertad de enseñanza en el país. El segundo 
aspecto es que el Decreto-Ley N* 15.661 regula la educación privada y establece que la autorización 
para funcionar y el registro de los títulos es lo que permite que estos tengan el mismo valor que los 
expedidos por la Universidad de la República. Esto tiene que ver con lo que han dicho varios de los 
Senadores: hasta el momento, en el Uruguay no se ha dado un hecho que sí ocurre en otros países, y 
que es que el título de una universidad tenga un valor diferente al de otra. 


Y esta situación la tenemos que preservar, porque hay abogados egresados tanto de la 
Universidad de la República como de la Universidad Católica, de la Universidad de Montevideo y de la 
Universidad ORT. En nuestro país no han existido diferencias en el ámbito público en cuanto a de qué 
institución proviene un profesional, y eso ha sido así porque la calidad de estas Universidades está 
garantizada. En cambio, en el caso del lUPE esto no estaba sucediendo y lo que dice el señor Senador 
Penadés al respecto es cierto. Por algo no hubo ni una declaración de alguna organización que 
defendiera a la institución o que criticara al Ministerio por haber adoptado esta resolución. Por lo tanto, 
partimos de la base de que hemos adoptado una medida acertada, aunque si de algo adolece, es de 
haber sido tomada en forma tardía. Sin embargo, esa tardanza responde a que tenemos que 
manejarnos dentro de un marco no solo de índole legal, sino basado también en dos Decretos: el 
308/95 y el 309/02. En ambos se establece cómo hay que proceder para autorizar y para revocar. Así, 
el segundo inciso del artículo 6” del Decreto N* 308/95 expresa que para la autorización ante el 
Ministerio de Educación y Cultura de las nuevas carreras, el plazo es de un año contado a partir del 
comienzo de su dictado. Ese plazo fue modificado en el período anterior por la misma preocupación 
que plantean, y quedó en seis meses. Sin duda, esto sucede con muchas carreras. 


En cuanto a la pregunta planteada por el señor Senador Penadés -no sé si podré darle una 
respuesta completa porque tengo que apelar a mi memoria- en este momento recuerdo dos 
instituciones que no están habilitadas, las dos ubicadas en el departamento de Maldonado. Una de 
ellas se presentó hace un mes, y la otra a mediados del año pasado. Se trata del Saint Clare's College 

-que ahora solo dicta la carrera de Veterinaria porque, según nos informaron hace quince días, 
retiraron la de Agronomía- y del Politécnico del Uruguay, que tiene carreras de grado y de posgrado 
vinculadas con la de Contador Público. Pero, además, dentro de las instituciones hay carreras que 
están en proceso de reconocimiento, y el Decreto las ampara. Lo que hacen las instituciones serias -sé 
que en estos dos casos lo están haciendo- es notificar a los estudiantes sobre su situación. Por 
ejemplo, tanto en la Universidad Católica como en la Universidad ORT, cuando un estudiante se anota 
para hacer un posgrado que se sabe que va a demorar un tiempo en ser reconocido, le hacen firmar un 
documento donde consta que el trámite de reconocimiento de la carrera aún no ha finalizado. De esa 
manera, el estudiante puede decidir correr el riesgo de iniciar igual el posgrado, amparado en este 
Decreto. Esto es lo que estamos trasmitiendo a todas las instituciones, inclusive a las dos que recién 
mencioné, que se han mantenido en contacto con el Ministerio en forma permanente y a las que hemos 
estado asesorando en todo lo necesario. 


Quiero aprovechar para informar sobre otra medida que hemos tomado. Hace 
aproximadamente un mes emitimos un comunicado de prensa -obviamente, no se trataba 
de contratar una publicidad en el horario del partido porque no nos daba el dinero- en el que detallamos 
estas situaciones y advertimos que todas las carreras dictadas por institutos universitarios y 
universidades que están reconocidas figuran en la página web -que ha sido actualizada- y que no se 
aseguraba el posterior registro del título de aquellas que no se encuentran reconocidas. Eso lo hemos 
dicho públicamente y consideramos que tenemos que insistir con este método porque nos está dando 
buenos resultados. 


Asimismo, me gustaría tocar un tema que no se ha planteado en esta reunión, pero sabemos - 
porque consta en la versión taquigráfica que se nos hizo llegar- que ha sido mencionado, aunque en 
forma indirecta, por el señor Senador Amorín. Me refiero a la inquietud en cuanto a qué medidas 
hemos tomado y a por qué, incluso, no se decidió intervenir la institución. Hoy señalé que debemos 
basarnos en tres elementos: la Constitución, la ley y el decreto. En el marco de este último, no hemos 
dado ningún paso -inclusive en lo que tiene que ver con los títulos- sin preguntar antes al Consejo 
Consultivo de Enseñanza Terciaria Privada, y las consultas que le hemos hecho siempre han sido 
aprobadas por unanimidad. No podemos hablar de que ha habido un acuerdo de todos los integrantes, 


pero sí de que al momento final hubo dos abstenciones y ningún voto en contra. ¿Qué quiero decir con 
esto? Considerando la situación que planteó el señor Senador Penadés, como es sabido, uno no 
puede promover nada más ni nada menos que la revocación de una institución si no existen pruebas y 
elementos que demuestren que se lo puede hacer. 


Afines de 2005 informamos a la institución de la sede de Rivera, en razón de un mecanismo 
que había utilizado y que paso a explicar. El Decreto N* 308/95 establece que las instituciones tienen 
que presentar informes anuales durante los primeros cinco años y después uno cada tres años. Se los 
denomina “actualización de información”. Por su parte, el Decreto 309/02 dice que en esa actualización 
de información no debe estar incluida la sede y que tienen que ser informadas aparte. Sin embargo, 
primero en el 2003 y después en el 2005, la institución informó de las sedes en medio de la 
actualización. En el año 2003 informaron sobre la sede de Treinta y Tres -como sabrán los señores 
Senadores, la actualización de ese año se procesó a principios de 2004; sé que el ex Ministro Amorín 
conoce perfectamente el tema- y en el 2004 la Directora de Educación del momento, la señora Helena 
Costábile, informó a la institución pero ésta no respondió. De todas maneras -y aunque son hechos que 
no están claros aun cuando hemos rastreado los antecedentes- el Ministerio actualizó la información, 
se dio por aprobada la actualización -mecanismo que se hace habitualmente- sin mencionar la sede y 
el trámite que había iniciado la Directora de Educación en su momento se archivó. Esto provocó que la 
sede de Treinta y Tres estuviera en una situación dudosa y fue lo que llevó a la Dirección de Educación 
a consultar al Consejo Consultivo, cuando el Doctor Mendizábal solicitó el registro de siete títulos 
exclusivamente de Treinta y Tres. El Consejo Consultivo debatió durante un buen rato y dijo: “Ante el 
silencio de la Administración durante el año 2004 para la sede de Treinta y Tres, puede existir una 
razonable duda acerca de que la institución creyera que esa sede estaba autorizada. Por lo tanto, 
recomendamos” -puesto que el Consejo Consultivo no recomienda, probablemente esa expresión sea 
infeliz- “registrar por única vez sin sentar precedentes, siete títulos exclusivamente de la sede de 
Treinta y Tres”. Reitero que esto fue a través del Consejo Consultivo. También es cierto que tal vez 
nosotros pecamos de ingenuidad, en el sentido de pensar que íbamos a llegar al final con un 
reconocimiento, porque en ningún momento hacemos ni evaluaciones externas ni informes con un 
objetivo punitivo; las hacemos para que las cosas mejoren, porque después de que una institución está 
abierta, la idea es que sea cada vez mejor y no peor. Esa fue la situación extraordinaria. 


La otra situación que se planteó fue que en el año 2006 iniciamos un proceso de evaluación 
externa -que citaba el señor Ministro- a cargo de dos evaluadores de intachable trayectoria, el doctor 
Martínez Sanders y la contadora Gerpe, con el objetivo de mejorar. Estas dos personas, a fines de 
2006 y principios de 2007, recomiendan la intervención de la institución; sé que esto estuvo planteado 
aquí en su momento. Sin embargo, en esa oportunidad manejamos razonablemente que no es lo 
mismo intervenir un club deportivo, con toda la complejidad que ello puede tener, que una institución 
académica, donde uno se hace responsable -o corresponsable, como Ministerio- del desarrollo 
académico de la institución. Al respecto, el Consejo Consultivo expresó: “Se entiende que si bien por 
diversas razones la propuesta de intervención planteada por los evaluadores no sería pertinente, es 
imprescindible profundizar el examen de distintos aspectos institucionales y de las principales carreras 
que se dictan, particularmente en las sedes secundarias.” Por lo tanto, propone un nuevo proceso de 
evaluación en el año 2007. Esto lo estudiamos a principios de 2008; por ende, como la institución tenía 
que presentar la actualización de información a fines de 2008, le informamos que procederíamos a 
evaluarla a través de los datos que iba a presentar. Asimismo, le señalamos todos los aspectos que 
estaban presentes en las observaciones, sobre todo los vinculados al cuerpo docente y la inexistencia 
de un plan estratégico. Como sabrán los señores Senadores, ninguna institución nace con todo 
resuelto, por lo cual un plan estratégico es lo que le permite saber cuál es el camino para poder 
desarrollarse. 


Cuando estudiamos la actualización del 2008 para el 2009 -tal como lo hicimos en el 2003 
para el 2004 y en el 2004 para el 2005- luego de pedir muchas veces información -aclaro que el 
decreto también da garantías a la institución porque se añade cada dictamen del Consejo Consultivo, 
de los que hay que dar vista, con la posibilidad de responder y que vuelva al Consejo- se llega, en 
diciembre de 2009, a la solicitud de revocación que, admito, probablemente fue tardía. Ahora bien, si 
respecto a este caso hay algo tardío, eso tiene que ver con haber dado garantías no solamente a la 
institución sino también a los estudiantes y a las comunidades, ya que cada una de las sedes de estas 
instituciones estaba apoyada por las Intendencias Municipales, que obviamente colaboraron de muy 
buena fe. Fue así que dimos las garantías y llegamos a esta situación insostenible y a la solución que 


creo no se ha discutido. Estoy detallando el proceso, aclarando que la intervención fue solicitada por 
los evaluadores y que la decisión de no intervenir no fue exclusiva del Ministerio. 


SEÑOR AMORÍN.- Me interesa aclarar que no tengo presente la reunión anterior, pero en lo personal 
nunca pensé en una intervención. Digo más, no discrepo para nada con la solución final, relativa a la 
revocación de la posibilidad de continuar funcionando. No tengo ningún inconveniente con eso y, 
además, creo que fue necesario, pero quizás se debió haber hecho antes. De todos modos, considero 
que la explicación que se nos ha dado tiene su lógica. Reitero que no quiero hacer ningún tipo de 
reproche respecto a ese tema. 


SEÑOR GARIBALDI.- Como he leído la versión taquigráfica de la reunión anterior, en la que hay 
planteos del Edil de Rivera y algún otro que no puedo recordar ahora, en los que se preguntaba por 
qué no se intervino, me pareció conveniente explicar las razones y demostrar que si bien es cierto que 
cinco años es mucho, ese tiempo no transcurrió en silencio y que esto no fue un relámpago en un cielo 
despejado. 


Por otro lado, quiero explicar la situación de los títulos porque es comprensible que no se 
entienda dada su complejidad. Hace un momento expliqué la situación de los siete títulos de Treinta y 
Tres, respecto a los cuales el Consejo Consultivo nos encomendó que los registráramos en función de 
que podía haber una razonable duda por parte de la institución de que estuviera autorizada. Es más, el 
hecho de que los hubiéramos registrado permitió que la institución presentara la solicitud de 
autorización de todas las sedes y, a partir de ese momento, quedó claro por escrito -tanto por el 
Consejo Consultivo, por el Ministerio, como por la carta de aceptación de ellos- que iban a iniciar ese 
proceso. De esta forma, a nuestro modo de ver, este caso de los siete títulos de Treinta y Tres estaba 
cerrado y circunscripto a eso. Sin embargo, en el 2009 detectamos que existían otras instituciones que 
estaban en la situación que aquí se señalaba. Concretamente, la institución hizo pasar títulos de 
personas que habían estudiado en Rivera o en Treinta y Tres como si fueran de Maldonado, lo que 
finalmente fue detectado. Por lo tanto, estamos ante dos situaciones distintas. Luego de descubrir lo 
que estaba sucediendo con estos títulos, detuvimos el proceso -y son algunos de los 32 que se 
mencionaron- aunque otros se nos pasaron porque no se especificaba la sede. Aclaro que en la 
actualidad rige la exigencia de detallar la sede en la que se obtiene el título. Lo cierto es que “nos 
pasaron” -a pesar de que tenemos funcionarios que trabajan muchísimo, muy bien y que no hay 
ninguna responsabilidad de parte de ellos- porque en estos casos todo depende de la forma en que la 
institución nos da la información. Lo bueno de estos funcionarios es que en determinado momento 
detectaron esta situación, con lo cual se generó la consulta. Esto no soluciona el problema, sino que lo 
complejiza, porque tenemos tres situaciones diferentes. Antes que nada quiero aclarar que solo 
estamos hablando de los títulos de las sedes no autorizadas. Creo que nadie tiene ningún problema 
con Maldonado porque todos los títulos se registraron; incluso, aquellos otorgados antes del 18 de 
febrero del 2010 se registran sin ningún inconveniente. Lo cierto es que no hay ninguna razón para 
modificar eso. Sabemos que tienen un menor valor en el mercado, pero nosotros no podemos hacer 
otra cosa que registrarlos, porque lo hecho fue en buena ley. 


En lo que tiene que ver con las sedes, enfrentamos tres situaciones distintas. Están aquellos 
títulos que se registraron en ley -específicamente, me refiero a los siete ya mencionados que el 
Ministerio registró con el asesoramiento del Consejo Consultivo- los que se registraron como si fueran 
de Maldonado, que prácticamente alcanzaban la decena, y en los que se procedió por medio de un 
engaño, y estos 32 que detectamos. 


Esas son las tres situaciones que tenemos actualmente con relación a títulos que provienen 
de las sedes de Rivera, Treinta y Tres y Durazno; es el panorama que existe con los títulos y, como 
bien dijo el señor Ministro, estamos avanzando en posibles soluciones. Claro está que no hay 
soluciones mágicas ni inmediatas. 


El hecho de que se haya dictado un decreto junto con la resolución presidencial que definió 
la revocación, no fue con la intención de darle mayor trascendencia a aquella, sino porque debía tener 
el mismo nivel que el Decreto 308/95. Concretamente, para este caso excepcional estamos corrigiendo 
en dos sentidos situaciones diferentes planteadas en esa norma. Por un lado, para que los estudiantes 
de Maldonado pudieran revalidar por encima de los dos tercios. Al respecto, el Decreto 308/95 


establece que “Por excepción, podrán fundarse en asignaturas revalidadas, cursadas y aprobadas en 
la Universidad de la República o en otras instituciones universitarias, siempre que su número no 
exceda de los dos tercios del total de asignaturas que conforman la respectiva carrera”. Es decir que 
este es un derecho adquirido para todos los estudiantes del departamento de Maldonado. 


Por otra parte, todos los que estudiaron en las sedes no autorizadas tenían derecho a que 
sus estudios fueran revalidados por instituciones privadas. Si esto no estuviera contemplado 
específicamente en el Decreto 308/95, ninguna institución privada podría proceder a la revalidación. De 
todas formas, somos conscientes de que esto no alcanza; tenemos un problema más, que consiste en 
que las reválidas de las que estamos hablando son para las universidades privadas y no para la 
Universidad de la República, porque el Decreto en el que nos basamos regula el ordenamiento del 
sistema de enseñanza terciaria privada. La Universidad de la República tiene una Ordenanza -al igual 
que otras que rigen algunos Entes Autónomos- que establece, más que razonable, legalmente, que 
revalidará los estudios de carreras reconocidas de instituciones autorizadas. Por lo tanto, las carreras 
cursadas en las sedes de Treinta y Tres, Rivera, Melo y Durazno no están reconocidas. Allí surge otro 
problema, que es el de que todas las soluciones que se pueden plantear pertenecen al ámbito de las 
instituciones privadas. Cabe señalar que de esta situación quedan excluidos los estudiantes de 
Maldonado, que sí pueden seguir estudiando en la Universidad de la República, o aquellos -a los que 
aludió el señor Senador Penadés- que recién comenzaron a estudiar. 


Quiero decir que a lo largo de todo este período hemos estado en contacto permanente con 
las instituciones privadas y la Universidad de la República, con quienes hemos tomado algunas 
medidas a fin de que los procesos de reválidas sean más rápidos. El Decreto aprobado el lunes 
pasado señala algunas flexibilidades más, por ejemplo, no ser tan estrictos a la hora de las 
previaturas, esto es, que si el estudiante no aprobó Civil |, no puede rendir Civil Il, y así sucesivamente. 
Fue de este modo como en su momento les propusimos que aceptaran -como lo hicieron- las 
escolaridades simples, y para ello les enviamos los programas aprobados por la institución porque, 
como todos saben, a la hora de hacer una reválida se debe tener en cuenta no sólo la escolaridad, sino 
también el programa. Entonces, les solicitamos que hicieran una excepción y que actuaran lo más 
rápido posible -creo que lo están haciendo- dado que se trata de una situación compleja. Esto genera, 
a su vez, un problema adicional con los estudiantes -más allá de que el señor Ministro luego responda 
a la propuesta realizada por el señor Senador López Goldaracena- debido a que los títulos no serán 
otorgados por el JUPE, sino por la Universidad Católica, por la ORT y por la Universidad de la 
República. Si hay algo de lo que hacen gala las instituciones es de la calidad de sus egresados; por lo 
tanto, no van a otorgar un título de cualquier manera. Nosotros no solo les permitimos a las 
instituciones que hagan reválidas, sino que efectúen las evaluaciones que quieran. En función de esto, 
entre ellas existen diferentes situaciones, ya que en algunas se están dictando cursos, tomando 
pruebas y haciendo tutorías. Ahora bien, como el Ministerio de Educación y Cultura no puede otorgar 
títulos, les damos la derecha a las instituciones que entienden en el tema, es decir, a las instituciones 
universitarias privadas o a la Universidad de la República. 


La resolución presidencial era clara al decir que había que presentar el listado de los 
estudiantes, discriminados por carrera y por sede, así como una copia de las escolaridades y de las 
actas de los exámenes, pero de una forma ordenada. Sin embargo, no se presentó así e, incluso, nos 
mandaron información que no podíamos leer: tuvimos que pedir a un técnico que leyera los datos 
porque estaban encriptados. Hubo que hackear el archivo para saber qué información contenía. Es 
más; el técnico, que es un analista del Ministerio, estuvo más de 20 minutos para sacar una 
escolaridad. Ahora contratamos a dos Escribanas, porque las universidades nos dicen que alguien se 
tiene que hacer responsable de la documentación que se entrega. Hay que tomar en cuenta que la 
institución ya no existe y que, además, entregó escolaridades a lo bandido. Entonces, ¿quién se va a 
hacer responsable? El Ministerio, pero para ello tiene que haber Escribanos que nos expliquen y nos 
digan cómo funciona todo esto. Repito que contratamos a dos Escribanas para que trabajen en esto y, 
como decía el señor Ministro, esto puede demorar algunas semanas más. De cualquier forma, las 
instituciones tienen la orientación de seguir recibiendo a los estudiantes y darles facilidades para que 
sigan estudiando, para lo cual ayudó mucho este decreto que da flexibilidad en lo que refiere a las 
previaturas. 


De modo que estamos haciendo este trabajo porque creemos que debemos dar a los 
estudiantes la escolaridad correspondiente. Después tendremos que tomarnos un tiempo para 


entregarles toda la documentación, lo que va a significar el empleo de algunos recursos, porque es 
como montar una bedelía nueva para un universo que no conocemos. Si bien declararon que a fines 
del año 2008 había 1.000 alumnos, lo cierto es que no tenemos certeza de cuántos son; sabemos que 
aproximadamente 280 están inscriptos en instituciones universitarias pero, repito, no conocemos el 
universo total. 


Respecto a las acciones jurídicas, iniciamos una en el año 2006 por un título sobre el que 
había una denuncia de que había sido fraguado. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Tampoco se inició una acción jurídica contra el responsable? 


SEÑOR GARIBALDI.- Todavía no la hemos hecho, lo que no quiere decir que no la vayamos a hacer. 
El señor Ministro después responderá sobre este punto. 


Con respecto al resto de los asuntos, no sé si la señora Subsecretaria y el señor Ministro 
desean hacer algunos comentarios complementarios. 


SEÑORA SUBSECRETARIA.- Creo que los detalles que dio el Director de Educación fueron muy 
claros. Simplemente, voy a tomar ciertos puntos porque, además, van a pasar por estas Cámaras 
algunos elementos importantes de la política de educación superior. 


Creo que luego de este intercambio de ideas todos tienen clara una pregunta, que es muy 
gruesa pero a veces me la he tenido que hacer: ¿para quién trabajan las universidades? ¿Sus 
estudiantes son asimilables a clientes? No, en absoluto; las universidades trabajan para la sociedad y 
para formar los profesionales que esta necesita. De eso no cabe duda; esto nos da un panorama 
distinto. Si los estudiantes fueran meros clientes, lo único que tendrían que hacer es reclamar, y voy a 
hacer una comparación con la que no pretendo ser ofensiva. Cuando compro un producto que no 
responde a las especificaciones con que me fue vendido, el Estado no me ampara en absoluto, sino 
que voy a reclamar a quien me vendió el producto. En este caso, estamos ante una situación distinta, 
porque el Estado quiere que la gente estudie; el Estado desea tener profesionales y, además, la 
educación es considerada un Derecho Humano. De modo que, por encima de múltiples irregularidades, 
queremos facilitar a la gente que estudie, a pesar de que -coincido con los señores Senadores- 
fue estafada en su buena fe por una institución que cometió varias irregularidades muy serias, que ya 
fueron evocadas cronológicamente. El hecho de establecerse en el territorio nacional, sin duda es un 
valor, pero no es eso lo que pensamos cuando hablamos de la distribución territorial de la educación 
superior; no hay una Facultad de cada cosa en cada departamento. Eso no se podría hacer con 
calidad. Lo que queremos es educación universitaria, superior, distribuida en todo el territorio. A esos 
efectos, haremos llegar al Parlamento una propuesta para crear dos institutos autónomos. Uno de ellos 
sería el Instituto Terciario Superior, que brindaría carreras cortas, de tipo tecnológico o fabril, orientadas 
a los servicios -como, por ejemplo, al turismo, a los idiomas, a la gestión y al medio ambiente, entre 
otros- y que, además de facilitar una salida laboral temprana, posibiliten la continuación universitaria 
para constituir ese sistema de múltiples trayectos, a fin de evitar que sea necesario volver atrás para 
empezar otra orientación si una persona descubre en sí misma una vocación universitaria o docente. El 
otro, muy importante y clave, sería el Instituto Universitario de Educación. Ha habido una concertación 
multipartidaria en la que se acordó llegar a la formación de estos dos entes autónomos, sin duda muy 
importantes para el país, y todos aspiramos a que sean un trampolín para alcanzar la buena 
distribución territorial, porque consideramos que no podemos tener tres redes independientes en el 
territorio. La idea es llegar a campos multiinstitucionales, en los que la universidad, la formación de 
educadores y la de carácter terciario se apoyen entre sí, compartan laboratorios, den educación de la 
mejor calidad y con flexibilidad de movimientos. 


Sin duda, una buena distribución territorial tiene que ir acompañada de cuestiones que no 
sean estrictamente de la educación, pero formen parte de cómo las promueve la sociedad y se 
relacionen con un buen sistema de becas -nos estamos manejando con unas 1.200 a nivel de 
Secundaria y alrededor de 300 del Fondo de Solidaridad- que por suerte no es excedentario, ya que 
hay gente que las solicita. Se trata de que no sobren las becas del Fondo de Solidaridad, al que todos 
los profesionales aportamos con mucho gusto porque es una forma de retribuir lo que hemos recibido 
como educación gratuita. 


Asimismo, llegará al Parlamento la propuesta de crear la Agencia de Promoción de la Calidad 
de la Educación Superior. Creo que vale la pena despejar una información equivocada que se da, en el 
sentido de que la Universidad de la República no tendría que ser examinada de ninguna manera. Se 
confunden la acreditación -que existe para todas las carreras de cualquier institución- y la autorización 
para funcionar -o habilitación- que se exige a las instituciones privadas; las que ya estén habilitadas, la 
conservarán por lo estipulado en las disposiciones transitorias que se incluirán en la iniciativa. Insisto 
en que, a nuestro juicio, valía la pena hacer la aclaración, porque algunas versiones de prensa 
confundieron la autorización para funcionar con la acreditación de las carreras. De hecho, cuando el 
señor Ministro y quien habla éramos Decanos de distintas Casas de Estudios, la Facultad de Ingeniería 
-de la que fui Decana en el período comprendido entre 1998 y 2005- pasó su primera acreditación y 
después una segunda. Con esto quiero señalar que se hacen acreditaciones en la Universidad de la 
República. 


Con respecto a las sedes, como muy bien explicó el Maestro y Profesor Luis Garibaldi, quiero 
aclarar que las del lUPE son distintas. La de Maldonado estuvo autorizada, hubo un silencio de la 
Administración y se registraron consecuencias que repercutieron en el caso de siete personas. Estoy 
de acuerdo en que los precedentes siempre encuentran dónde sentarse, pero fue la solución que se 
pudo dar en el año 2007. Las de Treinta y Tres, Rivera y Durazno nunca fueron autorizadas, mientras 
que a la de Melo se le denegó explícitamente la autorización en mayo de 2009, motivo por el cual 
recibió un tratamiento distinto en el decreto que concede las facilidades de reválida, dictado el 18 de 
febrero de 2010. Cabe aclarar que, como nuestra preocupación, justamente, era atender la situación de 
esa gente, en esa fecha se aprobaron dos Decretos juntos: uno que revoca la autorización para 
funcionar y otro que autoriza a las instituciones a conceder reválidas por encima de lo que permitían los 
Decretos Nos. 308 y 309, vigentes hasta ese momento. En ellos, las sedes de Maldonado, Durazno, 
Rivera y Treinta y Tres tienen un tratamiento distinto al que recibe la de Melo, porque se dice que lo 
que es posterior al 8 de mayo de 2009 ya no tiene reválida posible, pues había una denegatoria 
explícita. 


Ya se hizo referencia a la libertad de educación y de enseñanza y, en ese sentido, ya se nos 
ha preguntado -no en esta reunión- por qué no clausuramos físicamente ese Instituto. Lo cierto es que 
no se puede clausurar un lugar utilizando las fuerzas del orden porque existe el derecho a impartir 
educación, por ejemplo, a abrir un taller literario o un local determinado con el fin de satisfacer alguna 
inquietud o necesidad de la gente. Otra cosa es si el título que allí se otorga es habilitante, es decir, si 
es reconocido por el Estado. Tenemos la fortuna de que en Uruguay -y por ahora- a las personas no se 
les pregunta de dónde son egresados. Es una riqueza a preservar que, como saben los señores 
Legisladores, no sucede en otros países. 


Existe otro asunto que también nos preocupa sobremanera. Me refiero a la autorización 
provisoria. Ojalá no existiera, pero sucede que no se puede probar algo que todavía no funciona. Por lo 
tanto, se analizan los papeles y si todo parece correcto se autoriza, pero de forma provisoria, con un 
plazo que antes era de un año y ahora de seis meses -se intentó acortar ese período lo máximo 
posible- y se ve cómo funciona realmente. En definitiva, no hay más remedio que permitir un 
funcionamiento provisorio para evaluar en forma real y tangible. Del mismo modo, y como enseñanza 
de esta experiencia, se va a solicitar a los estudiantes que firmen un documento donde conste que 
saben que van a cursar sus estudios bajo estas condiciones. 


Por otra parte, no puede haber una lista de instituciones no autorizadas porque es 
absolutamente imposible de realizar, pero desde el año 2005 -creo que desde antes- existe una de las 
que sí lo están. Se puede ubicar en la página web del Ministerio y, obviamente, si no figura allí es 
porque no está autorizada. No obstante, reconocemos que la gente puede haber sido sorprendida en 
su buena fe. 


Realmente creo que todo esto va a pasar por reválidas o procedimientos paliativos, y algunos 
todavía están en elaboración. Sí se dio máxima flexibilidad, pero si se revalida o no, y cómo, lo evalúa 
la Institución que recibe al estudiante; no lo puede decidir el Poder Ejecutivo. Se dio el máximo permiso 
para revalidar. Es de suponer que no lo van a ejercer con la máxima liberalidad porque son 
responsables de la persona que entregan a la sociedad. 


En cuanto a los estudiantes, por más que seamos solidarios y humanos y comprendamos su 
situación, sabemos que les conviene que ese título sea revalidado. Incluso -y es una opinión personal- 
si yo fuese uno de los que obtuvieron el título, buscaría cursar un postgrado o una complementación 
porque, de lo contrario, voy a tener un título socialmente poco prestigioso, probablemente brinde 
asesoramientos equivocados o no sea requerido para trabajar. ¡Este es el verdadero perjuicio y no el 
de no tener un diploma colgado en la pared! El perjuicio es contar con un diploma de baja 
consideración social y esto es lo que debemos mejorar. Posiblemente requiramos de algún recurso 
especial, ya sea becas -que naturalmente no deben ir en detrimento de las otorgadas a otros 
estudiantes que no sean del lUPE- profesores que hagan cursos semipresenciales u otras soluciones 
que todavía estamos buscando. 


Tenemos seguridad de que las instituciones no van a otorgar el título fácilmente. 


Hasta aquí todas las cuestiones de fondo que deseaba manifestar. No quiero abundar en 
más detalles; creo que esto es suficiente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera simplemente hacer algunos comentarios adicionales a lo que han 
señalado la ingeniera Simón y el Maestro Garibaldi. 


En cuanto a la resolución de 2007, debo decir que no genera precedentes. Como ya 
mencioné en mi intervención, el tema de los títulos tiene una doble complejidad. Por un lado, está la 
complejidad académica que se relaciona con la validez social de un título habilitante y las normas que 
aseguran eso en las distintas instituciones. Por otro, hay que tener en cuenta los aspectos jurídicos en 
cuanto a los derechos que tienen estos jóvenes a obtener la inscripción de su título. Entonces, reitero 
que nos estamos manejando con estos dos componentes y estamos esperando de alguno de los 
colectivos -en particular, del de Rivera- una petición que nos llevará a realizar estudios jurídicos, con 
actores externos del Ministerio, para analizar si con los informes solicitados podemos tener argumentos 
que nos autoricen a dar pasos en una u otra dirección. En el día de hoy puedo hablar de las 
preocupaciones del Ministerio y el camino a seguir, pero no puedo anunciar cuál va a ser el resultado, 
ya que no podemos crear más falsas expectativas a esta población tan afectada. Esto lo 
comprenderán los señores Senadores, a quienes creo que les ha quedado clara nuestra preocupación, 
la voluntad y el camino a recorrer. 


Por otro lado, quiero mencionar que contamos con una estimación de la población con la que 
estamos trabajando y esperamos que el descifrado de la información que hemos logrado tener nos 
permita contar con una apreciación más justa. Sí conocemos los casos que se han regularizado, que 
son aproximadamente 280, tal como señalaba el maestro Garibaldi, pero no tenemos más que una 
estimación de este universo. 


Quiero decir que entendemos -vamos a mantener esta postura- que debemos seguir 
acompañando a los distintos colectivos hasta agotar las posibilidades de resolución de las distintas 
problemáticas; esto está claro y es lo que estamos haciendo. En algunos casos se trata de colectivos 
muy pequeños, con situaciones diversas, y creo que hoy, en el diálogo con los señores Senadores, se 
han ilustrado las diferentes situaciones en cuanto al grado de avance en las carreras, las situaciones 
territoriales y las posibilidades de acceso a otras instituciones en el propio departamento o cercanas. 


En lo que tiene que ver con las becas, debemos decir -tal como lo expresamos en la 
Comisión de la Cámara de Representantes y tal vez los señores Senadores cuenten con la versión 
taquigráfica correspondiente- que se trata de una solución que no debemos descartar. Debemos ir 
viendo cómo se van resolviendo los distintos temas, pero si es necesario pasar por ese camino -es una 
alternativa probable- debemos hacerlo de manera que sea legítima con el resto de los estudiantes de 
las otras instituciones en las distintas zonas del país, respetando las lógicas y las normas existentes. 
Es muy posible que eso requiera algún tipo de disposición especial, ya sea sólo del Poder Ejecutivo o 
mediante una solución legislativa, pero por el momento no podemos avanzar más, pues debemos 
seguir desbrozando el terreno e identificar el núcleo duro del problema que no podemos resolver, como 


cuántos estudiantes son y si esta solución podría ser efectiva para ellos. Tampoco en esta dirección 
podemos crear falsas expectativas. Entonces, nuestro compromiso es el de acompañar a todos estos 
jóvenes e ir resolviendo los problemas en forma progresiva. Si la población fuera de 1.000 personas - 
está resuelto el caso de 280- dejamos el tema de los títulos de lado y hacemos un estimativo 
relacionado con las becas del Fondo de Solidaridad para los estudiantes de la Universidad de la 
República, igualmente notamos que son números importantes. Este tema queda como una 
preocupación, como una cuestión a estudiar oportunamente, y es seguro que si avanzamos tal como lo 
esperamos, nos llevará a mantener una interacción específica. 


Quisiera realizar un último comentario, relacionado con las distintas alternativas académicas 
para jóvenes que han terminado sus estudios. Hemos analizado las distintas opciones -el Senador 
López Goldaracena señaló varios escenarios- y todas presentan numerosas complejidades. Las 
alternativas más probables van en las direcciones que sugería la ingeniera Simón y apuntan a generar 
oportunidades para que se puedan realizar otras actividades tendientes a fortalecer a los titulares de 
estos diplomas. De todos modos, se trata de situaciones difíciles y, como claramente lo manifestó el 
maestro Garibaldi, no podemos obligar a las otras instituciones a dar su sello a una trayectoria que no 
se comparte totalmente o que podría desprestigiar sus propios títulos. 


Las situaciones académicas son complejas; hemos abordado las distintas alternativas y no 
descartamos que puedan surgir propuestas como las sugeridas por los propios Senadores, pero por el 
momento no son más que escenarios sobre los que estamos trabajando y manteniendo, a veces, 
diálogos con distintas instituciones como, por ejemplo, la Universidad de la República o universidades 
privadas. 


Con lo que hemos presentado no hemos resuelto el problema, pero sí, creo, contestado las 
preguntas y explicitado el camino que estamos siguiendo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Por mi parte, quisiera solicitar al Ministro que, una vez que se vaya avanzando 
sobre decisiones o sobre asuntos que tengan que ver con el tema, nos mantenga informados, porque 
permanentemente somos consultados por los interesados. Al estar informados, podremos asesorar a 
quienes nos consultan constantemente sobre el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Educación y Cultura, quiero agradecer la 
presencia del señor Ministro, de la señora Subsecretaria y del señor Director de Educación. Al mismo 
tiempo, recogiendo la sugerencia del señor Senador Penadés, los invito a mantenerse en contacto, 
habida cuenta de la importancia que este tema tiene para algunos sectores. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 20 y 8 minutos) 
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